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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, febrero trece de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-2008-00307-02
Acta Nro. 52 de febrero 13 de 2009
Decide la Sala la impugnación interpuesta contra la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro de la acción de tutela que le promueve Olga Ramírez López a la empresa Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P.
ANTECEDENTES
   



Actuando en su propio nombre, Olga Ramírez López instauró acción de tutela en contra de Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., invocando protección para sus derechos de petición y del debido proceso. Pretende que se le ordene a la entidad accionada cumplir con lo que le solicitó en dos escritos que elevó para la desactivación de una línea telefónica y la devolución de un dinero cancelado en exceso; así mismo, que se disponga el pago de los perjuicios y que la autoridad competente investigue disciplinariamente a los funcionarios de ella que incumplieron sus deberes.
Para justificar sus pretensiones dice la actora que pidió a Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., en el mes de abril de 2008, la desactivación de la línea telefónica a la que corresponde el número 3631380, pero no ha sido retirada y por el contrario recibió facturas durante los meses de mayo a septiembre de ese mismo año; que desde aquella fecha, a pesar de su requerimiento, pagó un saldo pendiente por valor de $47.110,oo y posteriormente debió hacer otros desembolsos por $23.510,oo y $48.090,oo y recibió dos facturas más por $64.340,oo y $16.530,oo, pese a que las mismas facturas indicaban que durante los últimos meses no había consumo; señaló que al momento de presentar esta acción no había recibido respuesta a ninguna de las dos peticiones que elevó.
El conocimiento de esa acción de tutela correspondió al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, despacho que la admitió y ordenó notificar a la entidad accionada. Colombia Telecomunicaciones contestó admitiendo que no había dado respuesta a las peticiones que adujo la accionante, procedió en tal momento a emitirla y solicitó que de conformidad con ello se declarara superado el hecho, lo que aceptó el juzgado en la sentencia proferida el 7 de noviembre de 2008.

Tal decisión fue impugnada por Olga Ramírez López porque, dice, no ha recibido ninguna comunicación de parte de la entidad para que se notifique de la respuesta, que no fue citada dentro del trámite de la acción de tutela para ampliar los hechos, que en el fallo no se hizo la prevención que dispone el artículo 24 del Decreto 2591 de 1991, que en la sentencia tampoco se condenó a la entidad demandada al pago de perjuicios que solicitó con amparo en el artículo 25 del mismo decreto, que la denegación de tutela no puede invocarse para excusar las responsabilidades de los funcionarios de la entidad accionada, y que en la sentencia no se hizo alusión a la violación del derecho al debido proceso.
Enviado el expediente y luego de corregida por el Juzgado una falla que aquí se le indicó, se encuentra de nuevo en este despacho para decidir el asunto, lo que se hará previas las siguientes:
CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Carta instituye un mecanismo de trámite preferente y sumario que le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

En uso del mismo la accionante acudió pidiendo protección para sus derechos de petición y al debido proceso que considera vulnerados por Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., por el hecho de que no se le había dado respuesta a sendos requerimientos que elevó el 14 de abril y el 24 de septiembre de 2008, tutela que fue negada en primera instancia en razón a que se superó el hecho, pues durante el trámite se produjo la  respuesta respectiva. 
Respecto de esa figura del “hecho superado” la Corte Constitucional recordó en la sentencia T-283 de 2008 que: 
“(…)en reiterada jurisprudencia
 ha explicado que la situación de hecho superado se origina cuando la afectación al derecho fundamental invocado desparece. Al respecto, esta Corporación ha afirmado: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”
.

Frente a estas circunstancias la Corte ha entendido que:

“el hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”
. 
Por lo tanto cuando acaecen ciertos acontecimientos durante el trámite de una acción de tutela que demuestren que la vulneración a los derechos fundamentales ha cesado, la Corte ha entendido
 que el reclamo ha sido satisfecho y, en consecuencia, la tutela pierde cualquier razón y condición de eficacia.(…)”

El caso que ahora se analiza se ajusta perfectamente a esa teoría, puesto que en el trámite de la tutela se produjo la respuesta para las peticiones que elevó Olga Ramírez López, respuesta por demás clara y que resuelve de fondo lo reclamado, lo que le puso fin a la vulneración de derechos que motivó a la actora a iniciar esta acción y dejó carente de objeto la emisión de cualquier orden por parte del juez constitucional.
Ante esa decisión no puede blandirse el argumento de que no ha sido notificada de la respuesta misma, porque es evidente que obrando ella en el proceso, además de que le fue remitida por correo (f. 11, 12 y 17, c. 1), conoce su contenido.  Otra cosa fuera, si tal documento no se hubiera enviado al juzgado, porque entonces sí estaría en duda su conocimiento por parte de la afectada. 
Ahora, que no fue citada por el Juzgado para ampliar los hechos de su caso es la otra razón expuesta por la recurrente para estar en desacuerdo con el fallo. Pero basta mencionar que el artículo 22 del decreto 2591 de 1991 le permite al Juez proferir el fallo tan pronto llegue al convencimiento de la situación litigiosa, con prescindencia inclusive de las pruebas que hayan pedido las partes, de tal manera que la juez no tenía la obligación de escuchar a la accionante antes de decidir. Bajo esa premisa, y por ser que lo actuado era suficiente para tomar una decisión correcta, hizo bien al fallar inmediatamente después se produjo la respuesta de la entidad accionada.
Por otra parte, la norma citada por la recurrente establece también una facultad en el juez según la cual puede o no oír al accionante y en este asunto la Juez no consideró necesario, y no lo era en realidad, hacer uso de la misma, porque, se insiste, con lo que se había recaudado hasta ese momento bastaba para resolver. 
Así, sin necesidad de más consideraciones, se concluye que la decisión de primer grado de negar la tutela invocada por estar ante la presencia de un hecho superado fue acertada y, por tanto, habrá de confirmarse.
No obstante la anterior conclusión, no puede pasar por alto este despacho que en el fallo recurrido no se hizo pronunciamiento alguno respecto de los perjuicios que reclama Olga Ramírez López, lo que era necesario dado que la negación de la tutela no obedece a la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales sino a que dicha vulneración cesó durante el trámite de la acción.
Sin embargo, tampoco es procedente ordenar su pago por cuanto, a diferencia de lo que afirma la accionante, ella cuenta con un mecanismo judicial ordinario para obtener el resarcimiento de los que le haya causado Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., con la demora en la respuesta a las peticiones que elevó, de tal manera que no concurre en su caso el primero de los supuestos que trae el artículo 25 del Decreto 2591 de1991. 
Por lo anterior, se negarán los perjuicios reclamados, sentido en el cual se adicionará el fallo.
Otro motivo de inconformismo manifestado por la actora es el referente a la orden de reportar el caso a la autoridad competente para que investigue disciplinariamente a los funcionarios de Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P. que corresponda; mas esa no es una decisión propia de la acción de tutela y en cambio sí la accionante tiene la posibilidad de acudir ante la entidad que ejerza vigilancia sobre la empresa para que se investiguen las eventuales situaciones irregulares que se hayan podido presentar en su caso.
Por último, tiene razón la actora en cuanto se refiere a la omisión del Juzgado de prevenir a Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P. para que en lo sucesivo se abstenga de incurrir en omisiones como la que originó esta acción de tutela, y por lo tanto, se adicionará el fallo también en ese sentido, pues así lo establece el artículo 24 del Decreto 2591 de 1991.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro de la acción de tutela instaurada por Olga Ramírez López contra Colombia Telecomunicaciones S.A. E.S.P., pero la ADICIONA, por una parte, para NEGAR los perjuicios reclamados, y por la otra, para PREVENIR a la accionada para que en el futuro se abstenga de incurrir en omisiones como la que dio lugar a esa acción de tutela.
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Ver sentencias: T-675/96, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; T-677/96, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; T-041/97, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-085/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell; T-522/97, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Sentencia SU-540/07, M.P. Álvaro Tafur Gálvis. 


� Sentencia SU-540/07 M.P. Álvaro Tafur Gálvis. 


� Ver sentencias: T-281/01, M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-1314/01, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-552/02, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-1111/05, M.P.:Manuel José Cepeda Espinosa; T-429/07, M.P.:Clara Inés Vargas. 


� Corte Constitucional, sentencia T-283 de 2008, MP Mauricio González Cuervo, expediente T-1741986
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